BOLETÍN Nº 13-04-A (90).I

INFORME DE LA COMISION DE EDUCACION, CULTURA, CIENCIAS Y TECNOLOGÍA, DEPORTES Y RECREACIÓN RECAIDO EN El PROYECTO QUE INTRODUCE ENMIENDAS A LA LEY Nº 18.962, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE ENSEÑANZA.

_____________________________________________________________

HONORABLE CAMARA:


Vuestra. Comisión de :Educación, Cultura, Ciencias y Tecnología, Deportes y Recreación pasa a informaros el proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que introduce modificaciones a la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de  Enseñanza.

Consideraciones generales.



Con la exclusiva finalidad de adentrarse  en la materia motivo de la iniciativa legal en informe, ha parecido del caso referirse a algunos conceptos atinentes a la importancia incuestionable de la educación en el. desenvolvimiento de la sociedad.


Diversos estudiosos de fama internacional en las distintas áreas del  conocimiento han transmitido sus concepciones acerca del objeto, medios y fines de la educación.


En razón de que el, ser humano está dotado de capacidades corporales, intelectuales y morales que debe desplegar adecuadamente, el objeto de la educación, entendida como formación, incluye proporcionar a aquél los elementos necesarios para alcanzar, mediante el camino más idóneo, el desarrollo integral de sus potencialidades.


De lo anterior se deduce que la educación no consiste en una mera entrega de conocimientos que tan sólo persigue dotar a la mente del máximo factible de elementos,,


Lo importante, en consecuencia, parecieran ser las condiciones que se puedan desentrañar en el hombre, lo cual podrá lograrse a través de la evolución general y apropiada de sus facultades.


Los individuos que accedan a esa formación se encontrarán en óptima situación para encauzar positivamente su vida, en la que deberán conjugarse la observancia de su misión personal y la actividad que realicen para asistir a sus semejantes a través de una productiva interacción.


La educación es, por consiguiente, un asunto que se relaciona directamente con la existencia del hombre, no sólo en su sentido individual, sino también como integrante de la sociedad, cons​tituyendo, desde este ángulo, un proceso creativo y receptivo.


En el marco general descrito influyen de modo trascendente, como elementos coadyuvantes de la educación integral, la familia, núcleo fundamental de la comunidad; la sociedad; mediante sus di​versas expresiones, los maestros y, evidentemente, los entes educacionales, entre los que es dable destacar a los de enseñanza superior.


La parte expositiva del Mensaje resalta que la educación reviste una importancia fundamental y ocupa un espacio preemi​nente dentro de los planes; del Gobierno.


Indica, asimismo, que al dictarse la ley N° 18.962 se cumplió el mandato contenido en el N° 11 del artículo 19 de la Carta Constitucional, en cuanto, por una parte, fija las exigencias mínimas para reconocer oficialmente a las entidades educacionales de todos los niveles, y por la otra, estatuye los preceptos objetivos de aplicación general que posibilitan al Estado cautelar su observancia.


Puntualiza no obstante que, en concepto del Gobierno, el citado cuerpo legal debe ser motivo de diversas enmiendas en su articulado transitorio, a fin de modificar determinados aspectos atin​gentes a los mecanismos de examinación que consultan los decretos con fuerza de ley N°s 1, de 1980, y 5, de 1981, dado que se alejan del sentido tenido en vista al consagrarlos, pues no reglan ni la existencia ni la idoneidad y nivel académico de que deberían estar revestidos los entes a que se refieren dichos textos legales para llevar a cabo sus funciones, cuyo impacto en los ámbitos educacional y social tiene incuestionable proyección y resonancia públicas.


Destaca, además, que es de absoluta conve​niencia que el establecimiento de universidades e institutos profesionales se regule, a contar de ahora, por un mecanismo más riguroso, consistente en la acreditación institucional que estipula la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, atendidas la proliferación de las instituciones sujetas a examinación y la saturación que por esta causa tienen las entidades que la efectúan, todo ello producido por la puesta en marcha del aludido sistema.


Especifica que los cimientos de la política educacional del Ejecutivo dan particular relevancia a la formación técnico‑profesional; a la entrega del máximo de elementos de capacitación para el eficiente y adecuado trabajo de jóvenes y adultos, y al perfeccionamiento cuali​tativo de las personas que actúan en el campo laboral.


Enfatiza que los aspectos descritos obligan a estudiar y evaluar exhaustivamente la actual situación y a diseñar fórmulas educacionales que vigoricen y coordinen los sistemas, vías y sectores más a​decuados para llevar a 1a práctica la referida clase de enseñanza, teniendo como norte el cumplimiento efectivo de su papel, en aras de una mejor inser​ción y presencia de los trabajadores en el área productiva.


Precisa que es decisión del Gobierno procurar la uniformidad de la legislación e imposibilitar, en cuanto fuere factible, eventuales conflictos derivados de incongruencias con diversas leyes, circuns​tancia que justifica proponer la eliminación de la ley N° 18.862, que contiene una norma prácticamente idéntica a la consultada en el inciso segundo del ar​tículo 2° transitorio de 1a Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, cuya de​rogación también se plantea.


Finalmente, puntualiza que, tanto por las con​sideraciones señaladas cuanto por el acertado resguardo de la fe pública com​prometida en las actividades de que se trata, la autonomía de los centros de formación técnica debe concederse exclusivamente luego de llevarse a cabo un minucioso estudio por la autoridad pública correspondiente.

Minuta de las ideas fundamentales o matrices contenidas en el proyecto y descripción de las normas legales relacionadas.


La iniciativa legal en informe contiene, en síntesis, las siguientes ideas matrices o fundamentales:

A.‑ Someter a las universidades e institutos profesionales que se creen a partir de este momento al sistema de acreditación institucional que consagra la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, y

B.‑ Fijar al Ministerio de Educación Pública determinado plazo para pronunciarse acerca de las solicitudes que le presen​ten los centros de formación técnica a objeto de que declare su autonomía.


Para el logro de tales finalidades, el proyec​to está estructurado sobre la base de dos artículos, en cuya virtud se persigue:


1.-  Derogar la ley Nº 18.862.


Este cuerpo normativo estatuye que, cuando

por motivos no atribuibles a las universidades establecidas de acuerdo a los preceptos contenidos en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de Educación, de 1980, ellas carecieren de universidad examinadora respecto de las carreras que imparten, el Ministerio de Educación pública podrá encomendar a otra uni​versidad o a una comisión interuniversitaria efectúan las respectiva, funcio​nes.

2.‑ Abrogar el inciso segundo del. articulo 2° transitorio y el articulo 3° transitorio de la ley  Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


En cuanto a la primera de !as disposiciones citadas, necesario es describir el contenido de su inciso primero, que esta​blece que las universidades e institutos profesionales creados y organizados de acuerdo a los decretos con fuerza de ley Nº 1 , de 1980, y 5, de 1981, que no opten por el mecanismo de acreditación seguirán regidos por las normas que los regulan en la actualidad y lograrán su autonomía luego de cumplidas las exigencias pertinentes, pudiendo otorgar de manera independiente toda clase de títulos profesionales y grados académicos.


Ahora bien, el inciso segundo que se sugiere eliminar regla una situación similar a la comentada en el número 1 precedente al permitir que el Ministerio de Educación Pública encargue a determinada institución examinadora o a una comisión especial llevar a cabo la examinación cuando, por razones ajenas a las entidades adscritas a este sistema, carecie​ren de ella. Asimismo, habilita al ente examinado que se halle en esta misma situación, parcialmente, para someterse al sistema de acreditación.


El articulo 3º transitorio permite a las en​tidades de educación superior creadas dentro del. término de dos años, contado desde la publicación de la ley en comento, optar por el sistema de examina​ción consagrado en los citados decretos, en iguales condiciones a las estipu​ladas en el articulo 2° transitorio, o por el mecanismo de acreditacion que consulta la Ley Orgánica.


3.‑ Agregar al artículo 4° transitorio una frase que tiene por finalidad conceder al Ministerio de Educación Pública un plazo de 18 meses para pronunciarse sobre la solicitud que le presenten, para obtener su autonomía, los centros de formación técnica establecidos con​forme al decreto con fuerza de ley N° 24, de 1981, que a la .fecha de dictación de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza hubieren tenido más de seis años de actividades docentes.


Para los efectos de facilitar el análisis y determinar el alcance de las ideas matrices o fundamentales ya descritas, resulta oportuno referirse al contenido de las normas de la legislación per​tinente relacionadas con los procedimientos de examinación que contemplan los decretos con fuerza de ley N°s. 1, de 1980, y 5, de 1981, y de acredita​ción que establece la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza. Del mismo modo, es necesario hacer mención de las disposiciones sobre crea​ción de los centros de formación técnica, consultadas en el decreto con fuer​za de ley N°  24, de 1981.

Sistemas de examinación de universidades e institutos profesionales consul​tados en los decretos con fuerza de ley N°s. 1, de 1980, y 5, de 1981.


De acuerdo con la normativa vigente, los or​ganizadores de una universidad, dentro de los 30 días siguientes a la obten​ción de la personalidad jurídica, deben entregar a una universidad examinado​ra ‑‑entendiéndose por tal aquella que por más de cinco años haya otorgado y en su oportunidad otorgue los grados académicos y el o los títulos que consig​na el artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980 (los que requie​ren grado de licenciado), y que figuren en los planes de la nueva entidad‑‑ ​los programas de estudios que permitan lograr los títulos profesionales que se persigue conceder y los grados académicos que se decida asignarles.


Por su parte, los institutos profesionales, luego de dictado por el Ministerio de Educación el decreto que autoriza su funcionamiento, están obligados a someter los programas de estudios a alguna de las instituciones examinadoras habilitadas a tal efecto.


En seguida, ambos cuerpos legales regulan la aprobación o rechazo de los programas que presente la universidad o el insti​tuto profesional; la forma de subsanar las observaciones que el organismo examinador formulare a aquéllos, y la posibilidad del ente respectivo de decla​rar su decisión de seguir los planes oficiales de la entidad a ‑la que requirió la aprobación de los mismos.


A continuación, disponen que las cinco primeras promociones de alumnos de la nueva universidad o las tires primeras del institu​to profesional rendirán exámenes finales de las asignaturas pertinentes y el de grado o de título, según corresponda, ante comisiones mixtas, paritarias, com​puestas por académicos de la propia entidad y de la examinadora, primando, si hubiere discrepancias, la opinión de quienes pertenezcan a esta última.

.
Agregan que, en el período de tuición, las universidades e .institutos deberán lograr la aprobación de un porcentaje pro​medio equivalente o superior al 50% de los alumnos y que, en caso de no obte​nerlo, quedarán impedidos de conceder los grados de licenciado o el título profesional mientras ello no ocurra.


Finalmente, el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, permite al Ministerio de Educación, por decreto supremo, dispensar a las universidades de la obligación de someter a una institución examinadora los programas de estudio sobre ciertas profesiones o grados académicos que no sean de aquellos a que se refieren sus artículos 9° y 12 (esto es, grados de Licenciado, Magíster y Doctor) y en cuanto a otras que necesariamente requie​ren el grado de licenciado.


Por su lado, el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1981, hace factible que esa Secretaria de Estado, mediante decreto supremo, libere a los institutos de la exigencia de que sus programas de estudios sean examinados, siempre que se trate de profesiones impartidas en alguna univer​sidad a la fecha de publicación de dicho texto legal, terminando a su respecto la obligación de rendir exámenes finales y de título precedentemente mencio​nados.

Creación de los centros de formación técnica (D.F.L. N° 24, de 1981)


Los organizadores de estos entes deben remitir al Ministerio de Educación una solicitud de autorización de funcionamiento don​de consten determinadas informaciones acerca de sus planes de estudio; recur​sos humanos, materiales y financieros, entre otras.


Aceptada la solicitud, esa Secretaría de Esta​do dictará un decreto de funcionamiento e inscribirá la respectiva entidad en un registro que deberá llevar al efecto.


Mediante resolución del Subsecretario de Edu​cación se aprobarán las carreras que impartirá y los titulo; técnicos que entregará el centro de que se trate.


Los cursos que no conduzcan a obtener un tí​tulo técnico podrán dictarse sin la aceptación del Ministerio, pero advirtién​dose dicha situación en forma clara.

Sistema de acreditación de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica establecido en la ley N° 18.962, Orgánica. Constitucional de Enseñanza.


A través de la legislación en referencia se crea el Consejo Superior de Educación, ente autónomo con personalidad jurídi​ca y patrimonio propio, que se vincula con el Presidente de la. República por intermedio del Ministerio de Educación, cuya misión fundamental, entre otras, consiste en la acreditación de las nuevas universidades e institutos profesio​nales.


Dicho Consejo deberá determinar cada año los montos de los aranceles correspondientes a acreditación y fijar sus valores mínimos y máximos, expresados en unidades tributarias mensuales.


La acreditación efectuada por ese organismo envuelve la aceptación del proyecto institucional y el proceso de evaluación del avance y concreción del esquema educativo de la nueva entidad, tomando en cuenta variables importantes de su evolución, tales como docentes, didác​ticas, técnico‑pedagógicas y planes de estudios, físicos y de infraestructura, y los recursos económicos y financieros indispensables para conceder los gra​dos académicos y los títulos profesionales del caso.


El citado texto orgánico constitucional consig​na el mecanismo para la aprobación o la formulación cíe objeciones al proyecto de desarrollo institucional por parte del Consejo, el que deberá certificar su aceptación o rechazo y remitir copia de la resolución pertinente al Minis​terio de Educación.


Corresponde al Consejo, por un lado, verificar el desarrollo del proyecto institucional aprobado, y por el otro, comprobar su cumplimiento durante seis años.


Para el logro de esa finalidad, dicho ente evacuará informes anuales acerca de la evolución del proyecto, pudiendo for​mular reparos fundados y determinar plazos para las adecuaciones que sean me​nester, no obstante lo cual efectuará evaluaciones parciales y solicitará los antecedentes que crea necesarios.


Por otra parte, compete a ese organismo someter a examinaciones selectivas ciertas asignaturas o cursos de las carreras que im​parten los establecimientos en proceso de acreditación, considerándose que aquéllas son favorables si más del cincuenta por ciento de los educandos aprueba las asignaturas respectivas.


Finalmente, si no son recogidas en su oportuni​dad las observaciones del Consejo, éste deberá ampliar dicho control, por el tiempo que fije, a la examinación total de la carrera o suspender el ingreso de nuevos alumnos; y, de reiterarse la situación planteada, estará facultado para pedir al Ministerio del ramo que cancele la personalidad jurídica y revo​que el reconocimiento oficial.


Las universidades e institutos profesionales que luego de seis años de acreditación desarrollen satisfactoriamente su pro​yecto, en concepto del Consejo, lograrán su total autonomía, circunstancia que los habilitará para conferir toda clase de títulos y grados académicos de modo independiente, lo que certificará el Consejo.


De no producirse la situación descrita en el párrafo precedente, el Consejo podrá extender el período de acreditación hasta por cinco años y determinar la suspensión del ingreso de nuevos alumnos. Trans​currido el lapso indicado sin que la universidad cumpla los requerimientos del Consejo, éste solicitará al Ministerio de Educación revocar el reconocimiento oficial y cancelar su personalidad jurídica.


Respecto de los centros de formación técnica, la ley orgánica constitucional en comentario regula el procedimiento tendiente a conseguir su reconocimiento oficial, lo que se da por cumplido si cuentan con todos los requisitos exigidos, caso en el cual el Ministerio del ramo, en el término de 30 días, procederá a dictar el decreto de reconocimiento oficial, único elemento que les permite iniciar sus actividades.


Además, toca al Ministerio de Educación veri​ficar la evolución del proyecto institucional por un período de seis años.


Las entidades de esta naturaleza que después de seis años de acreditación ante esa Secretaría de Estado desarrollen su pro​yecto en forma adecuada lograrán plena autonomía, pudiendo otorgar independien​temente toda clase de títulos de técnicos de nivel superior.


De no concurrir lo anterior, el Ministerio está facultado para ampliar el lapso de acreditación hasta por cinco años y ordenar la suspensión del ingreso de alumnos a todas sus carreras o á algunas de ellas. Si pasado ese tiempo el centro no da satisfacción a los requerimientos que se le hubieren efectuado, el Ministerio podrá revocar el reconocimiento.

Personas escuchadas


Asistió a las deliberaciones de vuestra Comi​sión el señor Ministro de Educación Pública, don Ricardo Lagos Escobar. Con​currió, igualmente, el señor Subsecretario del ramo, don Raúl Allard Neumann.

Discusión del proyecto por vuestra Comisión


En el curso de ella, junto con resaltarse los elementos de juicio contenidos en el cuerpo del Mensaje que da inicio al pro​yecto de ley en análisis, se convino que el sistema de examinación ha sido sobrepasado por el gran número de universidades e institutos profesionales y carreras establecidos últimamente.


Se enfatizó, asimismo, que la iniciativa de ley en informe persigue introducir en la normativa vigente enmiendas mínimas y que no admiten espera, a los efectos de dar mayor seriedad a la materia de que se trata.


En tal sentido, se planteó que el proceso de examinación carece de viabilidad en lo tocante al futuro inmediato, en particular si se tiene en consideración, por una parte, que hoy día son muchí​simas las universidades privadas que disponen de autorización oficial para funcionar, y por la otra, que el número de carreras en vías de examinación excede con largueza la capacidad de los entes habilitados para ejercer esa labor. Y se agregó que 1a mayoría de estas instituciones se están expandiendo, creando otras carreras que exigen la existencia de entes examinadores.


Sobre esta materia, se entregaron a vues​tra Comisión antecedentes que avalan lo precedentemente explicado en el sentido de que la proliferación de universidades creadas queda de manifies​to con las cifras que a continuación se indican, sin perjuicio de demos​trarse de paso que, al dictarse la legislación a que se ha hecho referen​cia, se apreció un establecimiento moderado de entidades, en contraposición a la situación hoy día existente.



Entre los años 1981 y 1987 se otorgaron autorizaciones a las universidades Gabriela Mistral, Finis Térrea, Diego Portales, Central y Las Condes.


En el período que va desde 1988 a 1989 se concedieron a las Universidades Bolivariana; Mariano Egana; Mayor; Acade​mia de Humanismo Cristiano; Santo Tomás; Leonardo da Vinvi; La República; International Sed:; Real; Luis Américas; Nacional. Andrés Bello; Adolfo Ibáñez; Viña del Mar; Mariscal Sucre; Iberoamericana de Ciencias y Tecnología UNICYT; Artes, Ciencias y Comunicación UNIACC, y Ciencias de la Informáti​ca.


En enero y febrero y en los primeros siete días de marzo del, año era curso se confirieron autorizaciones a las Univer​sidades Del Mar; Contemporánea; Panamericana Ciencias y Artes; Autónoma del Sur; Temuco; Del Cono Sur; De Los Andes; Autónoma Indoamericana; San Andrés; Adventista de  Chile; San .Sebastián; Artes y Ciencias ARCIS; Educares; Reg. El Libertador; Del Desarrrollo; Del Pacífico; Marítima de Chile, y Bernardo O'Higgins.

 Vuestra Comisión apreció, asimismo, la gra​vedad de la situación producida por aplicación de la ley N° 18.862, ya des​crita, atendido que en su virtud se ha encomendado la examinación de deter​minadas carreras a ciertas universidades que no las imparten.


Por otro lado, quedó en claro que el Minis- terio de .Educación no cuestiona el establecimiento de universidades priva- das ni la libertad de enseñanza, pero que, en el caso de que se trata, prefiere el sistema de acreditación que consulta la Ley Orgánica Consti​tucional pertinente, no obstante contener aspectos ambiguos y que justi​fican su futura revisión, y que esa Secretaria de Estado estudia los me​canismos más adecuados para cautelar la calidad de la educación académica que 1a comunidad merece.


Finalmente, se puso de manifiesto que el proceso de examinación llevado a cabo en el último tiempo se ha centrado, no en la visualización genérica del sistema, sino exclusivamente en una carrera, lo que implica asentar la evaluación sólo en la capacidad de los alumnos para responder a los requerimientos específicos planteados por las comisiones examinadoras, sin que tenga mayor significación el ente propiamente tal.


Vuestra Comisión aprobó en general el pro​yecto por la unanimidad de los señores Diputados presentes.

Mención de los artículos que no fueron aprobados por unanimidad.


El articulo 2° de la iniciativa se encuentra en esta situación.

****


Vuestra Comisión hace presente a la Hono​rable Cámara que, por tratarse de un proyecto que introduce enmiendas a la ley N° 8.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, la Cámara de origen debe remitirlo al Tribunal Constitucional, para los efectos del control a que se refiere el N° 1° del artículo 82 de la. Carta Fundamental, dentro de los cinco días siguientes a aquel en que quede totalmente tramitado por el Congreso, según lo dispone el inciso tercero de dicho artículo.
****


Vuestra Comisión introdujo modificaciones

de tipo formal a la iniciativa en informe, las que no se detallan en este documento y se incluyen en el texto que se somete a la consideración de la Honorable Cámara.


Por las razones anotadas anteriormente, vues​tra Comisión de Educación, Cultura, Ciencias y Tecnología, Deportes y Recrea​ción propone a la Honorable Cámara la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.‑ Derógase la ley N° 18.862.

Artículo 2°.‑ Introdúcense a la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, las modificaciones que a continuación se indican:

1) Deróganse el inciso segundo del artículo 2° transitorio y el artículo 3° transitorio, y

2) Agrégase en el artículo 4° transitorio, en punto seguido, la siguiente frase: "En estos casos, el Ministerio de Edu​cación Pública contará con un plazo de 18 meses para pronunciarse acerca de la solicitud.".".


SE DESIGNO DIPUTADO INFORMANTE AL SEÑOR JOSE MIGUEL ORTIZ NOVOA.


Sala de la Comisión, a 18 de abril de 1990.



Acordado en sesión de igual fecha, con asis​tencia de los Diputados señores Muñoz Barra (Presidente); Bombal; Escalona; Fantuzzi; Masferrer; Ortíz; señora Prochelle; Rodríguez Guerrero; Smok; Val​carce; Valenzuela; Velasco, y Villouta.







   Carlos Loyola  Opazo







Secretario de la Comisión

